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RV: Generación de Tutela en línea No 4305451

Desde Auxiliar Administrativo 03 Oficina Judicial 01 - Boyacá - Tunja <auxadm03ofjud01tun@cendoj.ramajudicial.gov.co>
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De: Recepcion Tutelas Habeas Corpus - Tunja <apptutelastun@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Enviado: miércoles, 30 de septiembre de 2026 16:09
Para: Auxiliar Administrativo 03 Oficina Judicial 01 - Boyacá - Tunja <auxadm03ofjud01tun@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Asunto: RV: Generación de Tutela en línea No 4305451
 
13392 PILAR GRANADOS Apptutelastun NAYIBE SIACHOQUE 30/09/2026 30-9-26 16:08 CONSTITUCIONAL TUTELA PRIMERA

De: Tutela En Línea 02 <tutelaenlinea2@deaj.ramajudicial.gov.co>
Enviado: miércoles, 30 de septiembre de 2026 16:06
Para: Recepcion Tutelas Habeas Corpus - Tunja <apptutelastun@cendoj.ramajudicial.gov.co>; piedemonterrey26@gmail.com <piedemonterrey26@gmail.com>
Asunto: Generación de Tutela en línea No 4305451
 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO
REPÚBLICA DE COLOMBIA
Buen día,
Oficina Judicial / Oficina de Reparto

Se ha registrado la Tutela en Línea con número 4305451

Lugar donde se interpone la tutela.
Departamento: BOYACA.
Ciudad: TUNJA

Lugar donde se vulneraron los derechos.
Departamento: BOYACA.
Ciudad: TUNJA

Accionante: SANDRA LILIANA SANCHEZ PACHECO Identificado con documento: 40041244
Correo Electrónico Accionante : piedemonterrey26@gmail.com
Teléfono del accionante : 3103457470
Tipo de discapacidad : NO APLICA

Accionado/s:
Persona Jurídico: GOBERNACION DE BOYACA - SECRETARIA DE EDUCACION - Nit: ,
Correo Electrónico: contactenos@boyaca.gov.co
Dirección:
Teléfono:

Medida Provisional: NO

Derechos:
DEBIDO PROCESO, DIGNIDAD HUMANA, FAMILIA, TRABAJO, TRANQUILIDAD PERSONAL,

Descargue los archivos de este tramite de tutela aqui:
Archivo

Cordialmente,
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Honorable 

JUEZ CONSTITUCIONAL DE TUTELA DE TUNJA -REPARTO- 

Tunja-Boyacá  

E. S.  D. 

 

Referencia:   ACCIÓN DE TUTELA 

Accionante:  SANDRA LILIANA SANCHEZ PACHECO 

Accionado:  Gobernación de Boyacá -secretaria de Educación 

Departamental de Boyacá- 

   

SANDRA LILIANA SANCHEZ PACHECO, mayor de edad, identificada con 

documento de identidad número 40.041.244, obrando en nombre propio, 

LAURA DANIELA JIMENEZ SANCHEZ, identificada con cédula de ciudadanía 

No. 1.0153.351.525 de Chiquinquirá, representado legalmente por su 

progenitora la suscrita SANDRA LILIANA SANCHEZ PACHECO, acudimos ante 

su despacho en virtud de lo establecido en el Art. 86 de la Constitución 

Política y decreto 2591 de 1991, así como con sus decretos reglamentarios y 

normas concordantes, con el fin de interponer ACCIÓN DE TUTELA en contra 

de la GOBERNACIÓN DE BOYACA-SECRETARIA DE EDUCACION DE BOYACA, 

Representado legalmente por quien haga sus veces al momento de la 

notificación por la vulneración a los derechos de la vida, salud, trabajo, 

igualdad, a la protección especial de los niños niñas y adolescentes, al del 

trabajador y su núcleo familiar y en especial al de la unidad familiar, así 

mismo los especiales de mi hija a tener una familia y a no ser separada de 

ella, en virtud del principio de interés superior de los niños, niñas y 

adolescente Vulnerados por la entidad accionada, teniendo en cuenta las 

siguientes 

 

I. LAS PARTES Y SUS REPRESENTADOS  

 

ACCIONANTES:  

 

• SANDRA LILIANA SANCHEZ PACHECO, identificada con cédula de 

ciudadanía No. 40.041.244, obrando en nombre propio,  

 

• LAURA DANIELA JIMENEZ SANCHEZ, representada legalmente por su 

progenitora SANDRA LILIANA SANCHEZ PACHECO 

 

ACCIONADOS:  

 

• GOBERNACIÓN DE BOYACA - Secretaría de Educación 

Departamental de Boyacá – 

 

II. HECHOS: 

 

PRIMERO: Que mediante Resolución No. 11359 del 20 de diciembre de 2023, 

fui nombrada en periodo de prueba como Directivo Docente – Rectora, 

Zona no Rural de la institución Educativa Técnica José Antonio Páez del 

Municipio de Páez Boyacá.  

 

SEGUNDO: Que tome posesión en la planta de personal docente y directivo 

docente del departamento de Boyacá, y en la institución Educativa Técnica 

José Antonio Páez del Municipio de Páez Boyacá.  

 

TERCERO: Que desde el mes de enero del año 2024 vengo 

desempeñándome de manera sobresaliente como Rectora de la 

mencionada institución educativa.  

 



CUARTO: Actualmente mi domicilio es la ciudad de Tunja, el cual es mi lugar 

de arraigo familia y donde actualmente se encuentra mi núcleo familiar 

primario, compuesto por mi hija LAURA DANIELA JIMENEZ SANCHEZ.  

 

QUINTO: Mi lugar de residencia es el municipio de Páez - Boyacá, debido a 

mi actividad laboral, como Rectora de la institución Educativa Técnica José 

Antonio Páez del Municipio de Páez Boyacá. 

 

SEXTO: Actualmente soy madre cabeza de hogar, y actualmente de mi 

salario percibido dependen económicamente mi hija. 

 

SÉPTIMO: Soy paciente de endocrinología oncológica,  diagnosticada con 

carcinoma papilar de tiroides -Tumor Maligno- como consta dentro de la 

historia clínica anexa, actualmente me encuentro en tratamiento medico 

en el Instituto colombiano de Cancerología de la ciudad de Bogotá.  

 

Así mismo fui diagnosticada en reumatología con artrosis en rodillas codos y 

manos, como consta dentro de la historia aportada y tratada en la EPS 

ASORSALUD, para lo cual inicie tratamiento con medico especialista.  

 

Finalmente también fui diagnosticada por el médico especialista 

otorrinolaringólogo doctor JAVIER ALFONSO NOVOA VILLAMIL, con trastorno 

de vértigo y para lo cual me fue ordenado tratamiento con médico 

especialista.  

 

OCTAVO: Así mismo mi hija LAURA DANIELA JIMENEZ SANCHEZ se encuentra 

diagnosticada clínicamente con trastorno depresivo y trastorno de 

adaptación, patologías que han sido valoradas por profesionales en salud 

mental, quienes determinaron la necesidad de instaurar tratamiento 

farmacológico continuo, así como seguimiento médico especializado 

orientado a estabilizar su condición emocional y psicológica. 

 

Dicha situación reviste particular gravedad, en tanto el cuadro clínico que 

actualmente presenta mi hija exige no solamente el cumplimiento estricto 

del tratamiento ordenado por el personal médico tratante, sino además el 

acompañamiento permanente, constante y directo de su progenitora, en 

este caso de la suscrita, por cuanto mi presencia constituye un elemento 

determinante dentro de su proceso terapéutico, contención emocional, 

supervisión cotidiana, adherencia al tratamiento farmacológico y 

prevención de eventuales episodios de descompensación derivados de su 

condición de salud mental. 

 

En mi calidad de madre, mi deber constitucional, legal y moral me impone 

garantizar de manera integral la protección, cuidado, asistencia y 

acompañamiento de mi hija, circunstancia que actualmente se ve 

seriamente afectada debido a la distancia existente entre mi lugar de 

desempeño laboral y el lugar donde debo permanecer para brindarle el 

cuidado que su estado médico requiere, generándose una imposibilidad 

material de atender adecuadamente sus necesidades de salud y apoyo 

familiar permanente. 

 

En consecuencia, la actual ubicación de mi plaza docente se ha convertido 

en una circunstancia que compromete gravemente no solo mi derecho 

fundamental a la unidad familiar, sino especialmente los derechos 

fundamentales de mi hija a la salud integral, salud mental, dignidad 

humana, estabilidad emocional y protección reforzada derivada de su 

condición médica, razón por la cual resulta constitucionalmente necesario, 

urgente y proporcional acceder al traslado solicitado, permitiéndome 



ejercer de manera efectiva mi rol de madre cuidadora y garantizar el 

acompañamiento indispensable que su tratamiento médico exige. 

 

NOVENO: Para acceder a la Institución Educativa Técnica José Antonio 

Páez, ubicada en el municipio de Páez (Boyacá), es indispensable recorrer 

un trayecto de casi 7 horas desde el lugar de mi domicilio (Tunja) al 

municipio de Páez Boyacá, teniendo en cuenta la distancia entre los dos 

municipios y el estado de la vía.    

 

DÉCIMO: Mi lugar de residencia debido a mi trabajo es el municipio de Páez, 

el cual es un municipio de sexta categoría, y debido a ello, el municipio no 

cuenta con un hospital o institución médica adecuada para los cuidados 

de la suscrita y de mi hija especialmente con los médicos especializados 

teniendo en que dentro del Municipio solo existe un puesto de salud, con un 

único medico pasante, para atender las necesidad básicas en salud de la 

población, por lo que los especialista que atienen nuestros tratamiento, 

como el de la suscrita y de mi hija se encuentran en la ciudad de Tunja y la 

ciudad de Bogotá como es el caso del instituto cancerológico los cuales se 

encuentra a aproximadamente casi siete (7) horas hasta la ciudad de Tunja 

desde el municipio de Páez y 11 horas a la ciudad de Bogotá, 

respectivamente.  

 

UNDÉCIMO: El médico especialista en psiquiatría OMAR HUMBERTO MUÑOZ 

MENDOZA, certifico que:  

 
“La joven Laura Daniela Jiménez Sánchez, identificada con c.c. 1053351525 

de 26 años de edad, asiste a consulta por psiquiatría general desde el mes 

de septiembre del 2025 por cursar con trastorno depresivo persistente, 

episodio depresivo persistente, episodio depresivo no especificado y 

trastorno de adaptación actualmente bajo tratamiento farmacológico y 

psicoterapeuta de manera regular, manejo que en el momento no puede 

abandonar por su condición de salud, ya que podría interferir en su 

evolución clínica.”  

 

De acuerdo a la valoración médica realizada por los especialistas que 

tratan el caso de mi hija, me fue ordenado el acompañamiento 

permanente y cuidado total, en un lugar que ofrezca la atención médica 

especializada y que se requiere, lo cual no ha sido posible debido a mi 

nombramiento en el municipio de Páez. Por dicha razón se han retrasado los 

tratamientos que ella necesita (Ver anexo Historia Clínica), así mismo mi hija 

debe tomar diariamente medicamentos para su cuidado que requiere 

control en su administración por parte de una persona que conozca su 

tratamiento, el cual me fue impartido únicamente a mí. 

 

DUODÉCIMO: Debido a todo este tipo de afectaciones anteriormente 

presente y expuse de mediante escrito con radicado No. Boy2026ER038162 

de fecha 04 de julio de 2026 expuse mi caso ante la Secretaria de Educación 

de Boyacá, con el fin de obtener un traslado cercano al municipio de Tunja, 

lugar de mi domicilio sin embargo me fue informado que el traslado 

solicitado no era procedente por no encontrarse inmerso en las causales de 

ordinarias establecidos por la ley, por lo que me fue negada dicha solicitud.   

 

DECIMO TERCERO: Que mediante radicado No. BOY2026EE034048 de fecha 

24 de julio de 2026 mediante contestación a la petición interpuesta, la 

gobernación de Boyacá, a través de la secretaria de Educación 

departamental, negó la solicitud de traslado teniendo en cuenta que no se 

cumplía con los requisitos preestablecidos. 

 



DECIMO CUARTO: Es importante aclarar que la solicitud de traslado no 

obedece a un mero capricho personal, sino a la necesidad de salvaguardar 

mis derechos fundamentales a la salud, la vida digna y la estabilidad laboral, 

y los de mi hija, así mismo a tener una familia y no ser separado de ella, 

teniendo en cuenta que el diagnostico que le fue entregado según las 

recomendaciones clínicas debida total acompañamiento de su 

progenitora para su cuidado y acompañamiento al tratamiento con 

psiquiatría. En consecuencia, no pretendo imponer de manera arbitraria un 

lugar específico de ubicación, sino que dejo a la libre determinación de la 

Secretaría de Educación la reubicación en cualquiera de las instituciones 

educativas disponibles en un municipio cercano a Tunja, con el fin de poder 

acompañar y cuidar a mi hija, así mismo poder atender las citas con 

especialista por el diagnóstico de ella, por otro lado poder seguir 

atendiendo mi tratamiento ante el instituto cancerológico de la ciudad de 

Bogotá y demás especialistas.    

 

II. PRETENSIONES: 

 

Solicito señoría respetuosamente lo siguiente: 

 

PRIMERO: Con fundamento en los hechos y derechos relacionados, solicito 

muy respetuosamente señor juez se tutelen mis derechos y los derechos de 

mi representada LAURA DANIELA JIMENEZ SANCHEZ, identificada con cédula 

de ciudadanía No. 1.0153.351.525 de Chiquinquirá derechos fundamentales 

a la vida, salud, trabajo, igualdad, a la protección especial de los niños niñas 

y adolescentes, al del trabajador y su núcleo familiar en especial los de la 

unidad familiar, los de mi hija a tener una familia y a no ser separada de ella, 

en virtud del principio de interés superior de los niños, niñas y adolescente. 

Los cuales están siendo vulnerados por la secretaría de Educación de 

Boyacá. 

 

SEGUNDO: Como consecuencia de la pretensión anterior, solicito muy 

respetuosamente su señoría ORDENAR a la  SECRETARIA DE EDUCACIÓN DEL 

DEPARTAMENTO DE BOYACÁ, de manera urgente a realizar las gestiones 

administrativas que permitan de manera inmediata el traslado a una 

institución educativa cercana a la ciudad de Tunja, cuya distancia de 

recorrido sea menor a 30 minutos de distancia, con el fin de poder de que 

se me permita realizar mis actividades laborales y a su vez poder realizar el 

cuidado de mi hija realizar el acompañamiento de mi hija LAURA DANIELA 

JIMENEZ SANCHEZ, a sus tratamientos y citas con especialista, así mismo se 

amparen sus derechos a tener una familia y a no ser separada de ella, en 

virtud del principio de interés superior de los niños, niñas y adolescentes. 

 

TERCERO: ORDENAR a la GOBERNACIÓN DE BOYACÁ, Y A LA SECRETARIA DE 

EDUCACION DEPARTAMENTAL cesar la vulneración de los derechos 

fundamentales de mi hija LAURA DANIELA JIMENEZ SANCHEZ, y se configure 

en el menor tiempo posible el traslado de la suscrita directiva docente a una 

institución educativa cercana a la ciudad de Tunja con el fin de que puedan 

seguir adelantando mis labores como rectora, estar cerca de mi hija y poder 

estar acompañar en todo momento a sus tratamientos médicos 

especializados y estar como soporte vital emocional.  

 

III. REQUISITOS DE PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 

SEÑALADOS EN LA SENTENCIA T-105-2024  

 

A. La acción de tutela satisface el requisito de legitimación en la causa 

por activa 

 



Ha señalado la honorable corte Constitucional que el artículo 86 de la 

Constitución establece que “toda persona tendrá acción de tutela para 

reclamar ante los jueces (...), por sí misma o por quien actúe en su nombre, 

la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales”. 

 

Asimismo, el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991 dispone que este amparo 

constitucional puede ser interpuesto a nombre propio, mediante 

representante o agente oficioso. Dentro de la acción que se presentar, la 

suscrita actúa en nombre propio y en representación de mi hija, relación que 

se demuestra con los registros civiles de los referidos.  

 

• SANDRA LILIANA SANCHEZ PACHECO, identificada con cédula de 

ciudadanía No. 40.041.244, obrando en nombre propio,  

• LAURA DANIELA JIMENEZ SANCHEZ, representada legalmente por su 

progenitora SANDRA LILIANA SANCHEZ PACHECO 

 

B. La acción de tutela satisface el requisito de legitimación en la causa 

por pasiva. 

 

La legitimación en la causa por pasiva se configura cuando la acción 

pretendida es interpuesta contra el responsable de la vulneración o 

amenaza de los derechos fundamentales. De igual forma, el artículo 86 de 

la Constitución dispone que la solicitud de amparo puede ser ejercida 

contra cualquier autoridad pública o particular. 

 

Para el caso concreto, se encuentra acreditada la legitimación en la causa 

por pasiva, puesto que la Gobernación de Boyacá-Secretaria de Educación 

Departamental de Boyacá- fue quien negó el traslado de la aquí 

accionante, así mismo según Ley 715 de 2001, las entidades accionadas 

tienen facultades para realizar este tipo de traslados aunado los artículos 5 

y 42 del Decreto 2591 de 1991, establece que la entidad accionada tienen 

la calidad de autoridades públicas que ejercen funciones en el ámbito 

territorial y se encargan de la prestación del servicio público de educación.  

 

C. La acción de tutela satisface el requisito de inmediatez. 

 

Se evidencia que el requisito de inmediatez se supera de manera 

adecuada, debido a que la petición de solicitud de traslado, fue radicada 

ante la Secretaría de Educación del Departamento de Boyacá en julio de 

2026,  manifestó la imposibilidad de la suscrita para el traslado solicitado con 

lo que materializo la vulneración de derechos al no tener respuesta positiva 

del traslado de la suscrita rectora lo que evidencia una vulneración que 

permanece en el tiempo es decir de tracto sucesivo, por lo que a la fecha 

la presente acción se encuentra dentro del término razonable que 

establece la ley. 

 

D. La acción de tutela satisface el requisito de subsidiariedad. 

 

Al respecto del presente requisito la corte señalo que1: 

 
“La Corte Constitucional ha indicado que la acción de tutela, por regla 

general, no es procedente para solicitar traslado de un docente del sector 

público, “por cuanto una decisión en tal sentido depende de la petición 

directa que se formule por el educador, la cual debe agotar el proceso 

administrativo, ordinario o extraordinario, dispuesto en la Ley 715 de 2001 y 

en el Decreto 520 de 2010”[27]. Así, una vez culminado este trámite, la 

eventual respuesta otorgada por la administración es susceptible de control 

 
1 Corte Constitucional, Sentencia T-105 del 09 de abril de 2024, MP Juan Carlos Cortés González 



ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, mediante una 

demanda de nulidad y restablecimiento del derecho [28]. No obstante, la 

Corte ha reconocido circunstancias excepcionales por las cuales la acción 

de tutela resulta procedente para la solicitud de traslado docente, por 

ejemplo, cuando se acredite la existencia de "una amenaza o violación 

grave e irremediable a los derechos fundamentales del trabajador o de su 

núcleo familiar” [29]. El escenario descrito, que permite un pronunciamiento 

de fondo por parte del juez constitucional, puede tener lugar ante la 

existencia de: (i) una decisión “ostensiblemente arbitraria, en el sentido que 

haya sido adoptada sin consultar en forma adecuada y coherente las 

circunstancias particulares del trabajador, e implique una desmejora de sus 

condiciones de trabajo; y (ii) que afecte en forma clara, grave y directa los 

derechos fundamentales del actor o de su núcleo familiar” [30]. (Negrilla y 

Subraya fuera de texto)  

 

Referido lo anterior y determinando lo establecido por este Alto Tribunal la 

presente acción de tutela cumple con el requisito de subsidiariedad. 

Teniendo en cuenta que la suscrita, elevo petición ante la secretaria de 

Educación del Departamento de Boyacá, con el fin de obtener el traslado 

de su lugar de trabajo, y ante la negativa del traslado se podría inferir que 

debe ser atacada dicha respuesta ante la jurisdicción Contencioso 

administrativo, sin embargo debe señalar la suscrita, que es evidente el 

riesgo o amenaza frente a la negativa a realizar el traslado, toda vez que 

existe una presunta vulneración con la unidad familiar y el cuidado de mi 

hija, con una condición medica especial, situación que es susceptible de 

análisis vía tutela. 

 

IV. EXISTENCIA DE AMENAZA Y PERJUICIO IRREMEDIABLE EN CALIDAD 

DE TRABAJADORA Y MI NÚCLEO FAMILIAR 

 

Del perjuicio o amenaza de la señora SANDRA LILIANA SANCHEZ PACHECO,  

Dentro del presente numeral su señoría, es preciso resaltar los aspectos que 

demuestran la existencia de un perjuicio irremediable, en el caso de la 

suscrita, como trabajadora adscrita a la secretaria de Educación 

Departamental de Boyacá. (Rectora) nombrada en la Institución Educativa 

del Municipio de Páez - Boyacá,  contando con evaluación satisfactoria del 

período de prueba realizado dentro del Proceso de selección Concurso 

docente y directivos docentes.  

 

Soy madre cabeza de hogar de mi hija LAURA DANIELA JIMENEZ SANCHEZ, 

quien tiene un diagnóstico adverso de salud como se evidencia en la historia 

clínica allegada la cual ha tenido un manejo médico progresivo, integral y 

especializado, en atención a la evolución desfavorable de su patología.  

 

Del perjuicio o amenaza de mi hija LAURA DANIELA JIMENEZ SANCHEZ,  

 

Mi hija se encuentra diagnosticada clínicamente con trastorno depresivo y 

trastorno de adaptación, patologías que han sido valoradas por 

profesionales en salud mental, quienes determinaron la necesidad de 

instaurar tratamiento farmacológico continuo, así como seguimiento 

médico especializado orientado a estabilizar su condición emocional y 

psicológica. 

 

Dicha situación reviste particular gravedad, en tanto el cuadro clínico que 

actualmente presenta mi hija exige no solamente el cumplimiento estricto 

del tratamiento ordenado por el personal médico tratante, sino además el 

acompañamiento permanente, constante y directo de su progenitora, en 

este caso de la suscrita, por cuanto mi presencia constituye un elemento 

determinante dentro de su proceso terapéutico, contención emocional, 

supervisión cotidiana, adherencia al tratamiento farmacológico y 



prevención de eventuales episodios de descompensación derivados de su 

condición de salud mental. 

 

En mi calidad de madre, mi deber constitucional, legal y moral me impone 

garantizar de manera integral la protección, cuidado, asistencia y 

acompañamiento de mi hija, circunstancia que actualmente se ve 

seriamente afectada debido a la distancia existente entre mi lugar de 

desempeño laboral y el lugar donde debo permanecer para brindarle el 

cuidado que su estado médico requiere, generándose una imposibilidad 

material de atender adecuadamente sus necesidades de salud y apoyo 

familiar permanente. 

 

En consecuencia, la actual ubicación de mi plaza de directivo docente se 

ha convertido en una circunstancia que compromete gravemente no solo 

mi derecho fundamental a la unidad familiar, sino especialmente los 

derechos fundamentales de mi hija a la salud integral, salud mental, 

dignidad humana, estabilidad emocional y protección reforzada derivada 

de su condición médica, razón por la cual resulta constitucionalmente 

necesario, urgente y proporcional acceder al traslado solicitado, 

permitiéndome ejercer de manera efectiva mi rol de madre cuidadora y 

garantizar el acompañamiento indispensable que su tratamiento médico 

exige 

 

V. APLICACIÓN DEL PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL DEL FALLO 

EMITIDO POR EL JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE DUITAMA 

DE UNA DOCENTE DEL MUNICIPIO DE PAEZ BOYACÁ EN CONTRA DE 

LA GOBERNACIÓN DE BOYACÁ 

 

EL día 24 de febrero de 2025, el Juzgado Primero Civil Municipal de Duitama 

dentro del proceso 15238 40 53 001 2025 00089 00 dentro del cual una 

docente de la misma institución educativa del Municipio de Páez Solicito el 

amparo condicional de los derechos fundamentales de su menor hijo, fallo 

que tutelo y protegió sus derechos fundamentales y ordeno el traslado de la 

docente a un municipio cercano a la ciudad de Duitama así:  

 
“PRIMERO. TUTELAR los derechos invocados por G. E. R. S. actuando en 

nombre propio, J.J.V.R representado legalmente por G. E. R. S. M.A.C.S DE R.  

Y J. E. R. en su condición de adultos mayores representados G. E. R. S., de 

conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.  

 

SEGUNDO. En consecuencia, ORDENAR a la Secretaría de Educación de 

Boyacá que adelante los trámites pertinentes a fin de autorizar el traslado 

de la docente G. E. R. S. a una institución de educación cerca al municipio 

de Duitama, Boyacá, o a otro lugar cercano a su residencia, el cual deberá 

ser realizado con carácter preferencial en cuanto exista una vacante en el 

nivel docente correspondiente al de la accionante, y en cualquier caso, en 

el plazo de cuatro (4) meses contados a partir de la notificación de esta 

providencia.” 

 

En el presente asunto resulta pertinente invocar el precedente judicial 

sentado por el Juzgado Primero Civil Municipal Oral de Duitama, en el que, 

mediante providencia de tutela, se ampararon los derechos fundamentales 

de una docente al solicitar el traslado de institución educativa, con el fin de 

garantizar el derecho prevalente de su hijo a la unidad familiar, así como el 

derecho fundamental a tener una familia y a no ser separado de ella 

(artículo 44 de la Constitución Política). 

 

Dicho fallo constituye un referente obligatorio de interpretación en virtud de 

los artículos 13 y 230 de la Constitución Política, toda vez que en situaciones 



análogas –en las que se evidencia la tensión entre las necesidades del 

servicio y los derechos fundamentales de los menores–, el juez de tutela ha 

establecido que debe prevalecer el interés superior del niño, principio rector 

consagrado en la Carta Magna y desarrollado por la Corte Constitucional 

en reiterada jurisprudencia. 

 

Así las cosas, se solicita al Despacho aplicar el precedente expuesto, en 

tanto el caso bajo estudio guarda identidad fáctica y jurídica con el 

analizado por el citado juzgado, siendo procedente adoptar una decisión 

en el mismo sentido para garantizar de manera efectiva los derechos 

fundamentales invocados. 

 

VI. DERECHO VULNERADOS Y FUNDAMENTOS JURISPRUDENCIALES DE 

LOS MISMOS EN ESPECIAL LOS DEL PRECEDENTE JUDICIAL 

SENTENCIA T-105 DE 2024 y de Sentencia T-536 de 2024.  

 

Fundo esta acción en lo preceptuado por el art. 86 de la Constitución 

Política, en concordancia con lo establecido dentro del 5 y 42 del Decreto 

2591 de 1991, teniendo en cuenta los siguientes derechos vulnerados 

 

• El derecho de los niños, niñas y adolescentes a la unidad familiar. 

 

Al respecto es preciso mencionar su señoría, por parte de la suscrita, las 

reiteraciones jurisprudenciales, frente a este derecho, en cuanto a los 

pronunciamientos cuando docentes de entidades públicas solicitan el 

traslado por acción de vía de tutela ha manifestado la Corte Constitucional 

lo siguiente2: 

 
“De acuerdo con lo establecido en el preámbulo de la Convención sobre 

los Derechos del Niño y en la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 

Derechos del Niño y el artículo 44 de la Constitución Política, los derechos de 

los menores prevalecen sobre los derechos de los demás. A partir de esta 

cláusula de prevalencia, la jurisprudencia constitucional ha reconocido que 

los niños, niñas y adolescentes tienen un estatus de sujetos de especial 

protección constitucional reforzada, lo que supone que la satisfacción de 

sus derechos e intereses debe constituir el objetivo primario de toda 

actuación (oficial o privada) que les concierna.  

 

En ese orden de ideas, este Tribunal ha señalado que los niños, las niñas y los 

adolescentes requieren para su crecimiento armónico del afecto de sus 

familiares, por tanto, la ausencia de dichos lazos afectivos necesarios para 

su tranquilidad y su desarrollo integral podría implicar la vulneración de sus 

derechos fundamentales. En ese sentido, ha sostenido que solo por razones 

debidamente soportadas, ya sea por la existencia de una norma jurídica, 

por decisión judicial o por orden de un defensor o comisario de familia se 

admite la afectación de la unidad familiar. 

En suma, se advierte que la protección estatal de la familia debe ser integral. 

De este modo, las autoridades deben abstenerse de adoptar medidas 

administrativas o judiciales que puedan impedir la unidad familiar. Por el 

contrario, las autoridades están llamadas a adelantar programas y políticas 

públicas y, a su vez, adoptar medidas dirigidas a garantizar el justo equilibrio 

entre la satisfacción de las necesidades económicas de las familias y la 

atención y cuidados especiales que demandan los menores de edad.” 

 

Aunado a lo anterior es preciso establecer el pronunciamiento señalado por 

el mismo Alto Tribunal dentro de la Sentencia T-105-2024 ha señalado: 

 

 
2 Corte Constitucional, Sentencia T-070 del 17 de marzo de 2023, MP JOSÉ FERNANDO REYES 

CUARTAS 



“8. De acuerdo con el artículo 44 de la Constitución, la Convención sobre los 

Derechos del Niño y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los 

Derechos del niño, los derechos de los niños, niñas y adolescentes tienen un 

carácter prevalente. Es así como el Estado y la sociedad en general tienen 

el deber de garantizar el ejercicio pleno de los derechos de esta población. 

El artículo 8 del Código de Infancia y Adolescencia señaló que el interés 

superior de los niños, niñas y adolescentes se erige como un mandato 

dirigido a todas las personas para “garantizar la satisfacción integral y 

simultánea de todos sus Derechos Humanos, que son universales, 

prevalentes e interdependientes”. 

 

Sobre el particular, la jurisprudencia de esta corporación ha señalado que 

los niños, niñas y adolescentes son sujetos de especial protección 

constitucional reforzada, lo cual implica que toda actuación relacionada, 

ya sea en el ámbito oficial o privado, debe estar dirigida a la satisfacción de 

sus derechos[32] .  

 

30. Asimismo, la jurisprudencia constitucional ha indicado que este grupo 

especial de protección necesita del afecto familiar para su desarrollo 

personal y, por ende, la ausencia de tales relaciones afectivas podría 

representar un quebrantamiento de sus derechos fundamentales[33]. De 

este modo, la Corte ha destacado que sólo por circunstancias 

suficientemente acreditadas, como la existencia de una norma, decisión 

judicial, orden de defensoría o comisaría de familia, se permite la afectación 

de la unidad familiar[34] .  

 

31. Así las cosas, la protección estatal de la familia se debe efectuar de 

manera integral. En ese sentido, las decisiones administrativas o judiciales no 

pueden impedir la unidad familiar[35]. “Por el contrario, las autoridades 

están llamadas a adelantar programas y políticas públicas y, a su vez, 

adoptar medidas dirigidas a garantizar el justo equilibrio entre la satisfacción 

de las necesidades económicas de las familias y la atención y cuidados 

especiales que demandan los menores de edad”[36].” 

 

Dentro del presente acápite, es evidente que las condiciones expuestas los 

derechos de mi menor hija, se encuentran en vulneración y potencial 

perjuicio, teniendo en cuenta que van de la mano con el derecho a la vida, 

la salud, la igualdad, teniendo en cuenta su especial protección y es la 

presente acción la que permite garantizar su protección y extinguir la 

vulneración, que con la negativa de la Secretaria de Educación 

Departamental del traslado de la suscrita ha vulnerado de manera 

flagrante. 

 

La protección constitucional a las madres cabeza de familia como sujetos 

de especial protección constitucional 

 

Respecto del presente, la corte al respecto ha manifestado dentro de la 

sentencia T-070-2023 que establece3: 

 
“El artículo 13 Superior establece el derecho fundamental a la igualdad, el 

cual implica que todas las personas, sin discriminación alguna, gozarán de 

los mismos derechos y libertades y recibirán de las autoridades el mismo trato 

y protección. Así mismo, instituye que el Estado promoverá las condiciones 

para garantizar de forma real y efectiva dicho derecho. Para ello, deberá 

adoptar medidas a favor de grupos históricamente marginados o 

discriminados y protegerá de manera especial a aquellas personas que se  

encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta, debido a su 

condición económica, física, mental y social.  

 

 
3 Corte Constitucional, Sentencia T-070 del 17 de marzo de 2023, MP JOSÉ FERNANDO REYES 

CUARTAS 



Dentro de los grupos discriminados se encuentran las madres cabezas de 

familia que, por diferentes razones sociales, se convierten en el único 

sustento económico de su hogar, situación que permite considerarlas sujetos 

de especial protección. Es así como el artículo 43 Superior establece una 

protección especial a las madres cabeza de familia, lo cual fue desarrollado 

en la Ley 82 de 1993[64], modificada por la Ley 1232 de 2008[65]. La 

normativa citada indica que se debe considerar madre cabeza de familia 

a “quien, siendo soltera o casada, ejerce la jefatura femenina del hogar y 

tiene bajo su cargo, afectiva, económica o socialmente, en forma 

permanente, hijos menores propios u otras personas incapaces o 

incapacitadas para trabajar, ya sea por ausencia permanente o 

incapacidad física, sensorial, síquica o moral del cónyuge o compañero 

permanente o deficiencia sustancial de ayuda de los demás miembros del 

núcleo familiar” 

. 

Al respecto, este Tribunal en la sentencia T-303 de 2006 determinó dos 

presupuestos a partir de los cuales se manifiesta la condición de madre 

cabeza de familia: “la responsabilidad que se tiene sobre aquellas personas 

incapacitadas para trabajar por razones de edad, físicas o mentales, y cuyo 

sustento y cuidado dependen, por lo tanto, exclusivamente de la mujer que 

está encargada de la dirección del hogar, pues como lo ha sostenido esta 

Corporación, el trato especial que el ordenamiento jurídico ha previsto no 

solo está dado en función de la madre cabeza de familia, sino de las 

personas que están bajo su cuidado; y (ii) el carácter exclusivo de esa 

responsabilidad, en la medida en que no se cuente con el apoyo de alguna 

otra persona para sobrellevar las cargas en el hogar, pues la pareja se 

sustrae injustificadamente del cumplimiento de sus obligaciones y no se 

cuenta con la ayuda de algún otro miembro de la familia o, como lo ha 

manifestado la jurisprudencia, no se tenga alternativa económica”. (énfasis  

agregado)  

 

En conclusión, la mujer madre cabeza de familia, a la luz de la Constitución 

Política, es un sujeto de especial protección, por lo que el Estado debe 

desplegar todos sus esfuerzos para velar por sus derechos y libertades, ello 

con el fin de avanzar hacía una igualdad sustancial, real y efectiva.”  

 

Así mismo nuevamente se evidencia su señoría que, la calidad de especial 

protección por ser madre cabeza de hogar, tiene una especial protección, 

en cuanto a mi derecho al trabajo, así como la garantía del cuidado de mi 

hija a la vida, salud, trabajo, igualdad, a la protección especial de los niños 

niñas y adolescentes, al del trabajador y su núcleo familiar y en especial al 

de la unidad familiar, en especial las de mi hija a tener una familia y a no ser 

separada de ella, en virtud del principio de interés superior de los niños, niñas 

y adolescentes, lo anterior permite establecer que la acción de tutela esta 

llamada a prosperar su señoría, al encontrar las condiciones especiales de 

protección de la suscrita, lo que permite su señoría evaluar las pretensiones 

y permitirle acceder mediante mandato judicial vía tutela, ordenar el 

traslado a una sede educativa de la ciudad cercana a la ciudad de Tunja.  

  

Traslado docente. Reiteración de jurisprudencia 

 

La sentencia T-070-2023 que establece4: 

 
“La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha reconocido que el servicio 

público de educación es una de las funciones del Estado con mayor 

impacto social[40]. Esto es así, en la medida en que con la prestación del 

referido servicio se materializa el derecho a la educación y, por ende, se 

garantizan otros derechos fundamentales de los niños, niñas y 

adolescentes[41]. En ese orden, cuando el servicio de educación se presta 

 
4 Corte Constitucional, Sentencia T-070 del 17 de marzo de 2023, MP JOSÉ FERNANDO REYES 

CUARTAS 



mediante instituciones públicas, la relación entre docentes y la 

administración se rige por las reglas de una relación laboral, lo cual implica 

el ejercicio del ius variandi, facultad que no es absoluta[42]. El ius variandi 

puede ser entendido como la autoridad que tiene el empleador sobre el 

trabajador, concerniente en la facultad de este último en modificar, de 

acuerdo con los límites constitucionales, las condiciones en que se presta el 

servicio, lo cual incluye cambios en el modo, tiempo y lugar de trabajo[43]. 

En el sector de la educación pública, la Corte Constitucional ha indicado 

que el Estado cuenta con un amplio margen de discrecionalidad para 

modificar las condiciones en que sus funcionarios ejercen su trabajo[44]. 

 

“Esta facultad se concreta en la posibilidad que tiene la autoridad 

nominadora de cambiar la sede en que los docentes prestan sus servicios, 

bien sea de forma discrecional para garantizar una continua, eficiente y 

oportuna prestación del servicio público de educación o por solicitud de los 

interesados.”[45]. 

 

De este modo, la facultad de la administración para modificar las 

condiciones de la prestación del servicio de educación, no sólo surge como 

expresión del ius variandi, sino también como una forma de garantizar el 

cumplimiento de los artículos 44, 365 y 366 superiores, relacionados con la 

prevalencia del interés superior de los niños, niñas y adolescentes, la 

eficiente, oportuna y continua prestación del servicio de educación y la 

gestación y promoción de condiciones necesarias para la solución de 

necesidades insatisfechas en el ámbito de la educación[46]. 

 

En el plano legal, la Ley 715 de 2001 dispuso la facultad del nominador de 

efectuar el traslado de docentes y directivos docentes de acuerdo con las 

necesidades del servicio[47]. Por su parte, el Decreto 1278 de 2002 

estableció que las condiciones administrativas del traslado tienen lugar 

“cuando se provee un cargo docente o directivo docente vacante 

definitivamente, con un educador en servicio activo que ocupa en 

propiedad otro con funciones afines y para el cual se exijan los mismos 

requisitos, aunque sean de distintas entidades territoriales”[48]. 

 

Asimismo, el artículo 53 del mencionado decreto determinó la procedencia 

de los traslados en los siguientes supuestos: “a. Discrecionalmente por la 

autoridad competente, cuando para la debida prestación del servicio se 

requiera el traslado de un docente o directivo docente dentro del mismo 

distrito o municipio, o dentro del mismo departamento cuando se trate de 

municipios no certificados, con el fin de garantizar un servicio continuo, 

eficaz y eficiente. b. Por razones de seguridad debidamente comprobadas. 

  

c. Por solicitud propia”[49]. 

En ese sentido, dicho decreto estableció 2 modalidades de traslado 

descritas por la Sentencia T-095 de 2018 de la siguiente manera: “i) por una 

parte, se encuentra el proceso ordinario, que se caracteriza por la existencia 

de un cronograma vinculado con el calendario estudiantil y con la 

realización de una convocatoria en la que se publicitan las vacantes 

existentes; (ii) por otra, el proceso extraordinario, el cual puede realizarse en 

cualquier época del año sin necesidad de sujetarse a un procedimiento 

reglado, siempre que concurran circunstancias excepcionales como, por 

ejemplo, motivos de seguridad personal o problemas de salud que afecten 

al docente o directivo docente”.  

 

En efecto, el proceso ordinario se encuentra consagrado en el artículo 2 del 

Decreto 520 de 2010, compilado en el artículo 2.4.5.1.2 del Decreto 1075 de 

2015. Este proceso se supedita a períodos determinados de tiempo. En ese 

orden, cada entidad territorial debe valorar su planta docente a efectos de 

garantizar el funcionamiento de las instituciones educativas y rendir un 

reporte anual de las vacantes definitivas, las cuales serán atendidas 

mediante el referido proceso ordinario[50].  

 



En cuanto al proceso extraordinario, el mismo se encuentra regulado en el 

artículo 2.4.5.1.5 del Decreto 1075 de 2015[51]. Este tipo de traslado “supone 

que el docente o directivo docente no puede esperar hasta la finalización 

del calendario estudiantil para que se formalice su traslado, pues dicha 

solicitud se podrá llevar a cabo en cualquier momento, a partir de la 

acreditación de las circunstancias excepcionales que la justifican.  

 

Precisamente, por su carácter especial, se entiende que no produce una 

afectación irracional a la prestación del citado servicio público, en la 

medida en que no se trata de habilitar un escenario de movilidad 

permanente de los educadores.”. 

 

En cuanto al trámite que deben seguir los traslados, el artículo 22 de la Ley 

715 de 2001 definió que se ejecutarán de manera discrecional y mediante 

acto administrativo debidamente motivado por la autoridad nominadora 

(departamento, distrito o municipio) cuando se hagan efectivos dentro de 

la misma entidad territorial. Ahora, cuando el traslado implique cambio de 

municipio, distrito o departamento, se requiere, además de lo anterior, 

convenio interadministrativo entre las respectivas entidades territoriales. 

 

En todo caso, la Corte ha extendido los efectos del traslado extraordinario 

más allá de las hipótesis planteadas en los referidos decretos. “En particular, 

tales beneficios se han ordenado cuando, en un caso concreto, se acredita 

la existencia un contexto de vulnerabilidad de alguno de los miembros de su 

núcleo familiar, de tal magnitud, que resulte desproporcionado abstenerse 

de otorgar un tratamiento preferencial a la petición de traslado, generando 

una clara y directa afectación de los derechos fundamentales de tales 

individuos”[52]. 

Por su parte, la Sentencia T-029 de 2010 precisó que «cuando en las 

solicitudes se alegan condiciones de salud del docente o de su familia, la 

Corte Constitucional ha indicado que no toda enfermedad o alteración 

física o mental autoriza al funcionario judicial a ordenar o suspender el 

traslado, ya que para que éste proceda es indispensable que se encuentre 

probado en cada caso, que: “(i) en la localidad de destino no sea posible 

brindarle el cuidado médico requerido o no existan las condiciones ni la 

capacidad médica para ello, (ii) la afectación a la salud sea de una entidad 

importante; (iii) el traslado o su negativa, guarde una relación tal con la 

afectación de la salud del familiar, que para alcanzar la mejoría física y 

emocional de éste o para evitar su deterioro, sea necesaria la presencia 

constante del empleado; y (iv) exista una relación de dependencia entre el 

familiar y el trabajador. (…) [E]l juez constitucional debe hallar demostrado 

el nexo de causalidad entre la afectación del derecho a la salud del 

docente o de un miembro de su familia y la necesidad de la reubicación o 

cambio de lugar de trabajo”».  

 

De acuerdo con lo expuesto, se asume que el traslado docente se concreta 

con el fin de (i) evitar la interrupción del servicio de educación y para (ii) 

garantizar los derechos fundamentales del docente ante circunstancias 

graves de salud o seguridad [53].” 

 

Reiteración jurisprudencia sentencia T-105 de 2024 

 

Al respecto de los traslados de los docentes, por protección del derecho a 

la unidad familiar, y el derecho de los menores de edad de tener una familia 

y no ser separado de ellos ha establecido:  

 
“De acuerdo con lo anterior, se advierte que el juez de tutela circunscribió 

el caso a un proceso extraordinario de traslado docente, sin tener en cuenta 

las circunstancias particulares que rodean el asunto, como el estado de 

desprotección en que se pueda encontrar la menor de edad al estar 

separada de su madre. Máxime cuando la accionante, prima facie, no tiene 

red de apoyo familiar en el municipio donde reside su hija, toda vez que: (i) 

le tocó contratar a alguien para el cuidado de la niña; (ii) es madre cabeza 



de hogar y, (iii) de acuerdo con la situación narrada, no tiene arraigo en esa 

municipalidad. 

 

61.   Para la Sala, la niña no puede sufrir las consecuencias de que su madre 

no haya acudido al trámite ordinario de traslado o que no cumpla los 

criterios para ser objeto de un traslado extraordinario. 

 

62.   Como quedó referido (§30), la población infantil requiere del afecto 

familiar para su óptimo desarrollo personal. En el caso concreto, la distancia 

entre la madre y la hija puede dificultar el apoyo emocional y afectivo 

constante que requiera la niña. Además, no se evidencia la existencia de un 

ambiente familiar que rodee a la menor de edad, lo cual se evidencia con 

la manifestación de preocupación expresado por la actora, al no poder 

estar con su hija de manera permanente y ejercer las labores propias de su 

cuidado.” 

 

Sentencia T 536 de 2024 Corte constitucional – sala cuarta de revisión5  

 
“La relación laboral entre docentes y la administración pública incluye el 

ejercicio del ius variandi, una facultad que permite modificar las condiciones 

laborales de los docentes, siempre que con ello no se desconozca el Texto 

Superior.  En este sentido, el ius variandi se refiere al poder del empleador de 

cambiar, dentro de ciertos límites, las condiciones de trabajo de sus 

trabajadores, incluyendo modificaciones en el lugar, tiempo y modo de 

trabajo. En el ámbito de la educación pública, la Corte Constitucional ha 

reconocido que el Estado tiene un margen considerable para ajustar las 

condiciones de trabajo de sus funcionarios, lo que incluye la posibilidad de 

trasladar a los docentes para asegurar una prestación continua y eficiente 

del servicio educativo[92]. 

 

93. Esta facultad de modificar las condiciones de trabajo no solo se refleja 

en el ius variandi, también responde a la necesidad de cumplir con los 

mandatos constitucionales relacionados con la prevalencia del interés 

superior de los menores de edad, la eficiente prestación del servicio público 

de educación, y el respeto por los derechos fundamentales del trabajador. 

 

94. En lo que se refiere al traslado docente, el derecho fundamental al 

debido proceso implica que la administración, pese a contar con un ámbito 

de discrecionalidad para los traslados, debe someterse a los parámetros 

establecidos en la ley. Además, para tomar la decisión, la administración 

tiene la obligación de consultar el estado de salud, el escenario familiar, el 

lugar y tiempo de trabajo, las condiciones salariales, el rendimiento 

demostrado, entre otras variables relevantes en el marco del derecho al 

trabajo en condiciones dignas. Precisamente, la Corte ha señalado que este 

poder de subordinación debe ser empleado sin generar una afectación 

desproporcionada a los derechos fundamentales del trabajador, pues, 

evidentemente, en ciertas circunstancias una reubicación laboral puede 

llegar a afectar la vida familiar más allá de lo razonable, imponiendo cargas 

excesivas en términos de garantía a derechos como la salud o la integridad 

del núcleo familiar[93]”. 

 

  

95.  En términos generales, el traslado docente se encuentra regulado por la 

Ley 715 de 2001 que otorga a los nominadores la potestad de trasladar a 

docentes según las necesidades del servicio, y el Título 5 del Decreto 1075 

de 2015 que establece las condiciones bajo las cuales estos traslados 

pueden realizarse en un escenario ordinario. En este sentido, la normativa 

prevé dos modalidades principales de traslado: el traslado ordinario, que se 

realiza dentro de un cronograma establecido, y el traslado extraordinario, 

que puede efectuarse en cualquier momento del año bajo circunstancias 

excepcionales, como problemas de salud[94]. Así mismo, la Corte ha 

establecido que el traslado extraordinario puede proceder en casos en los 

 
5 Corte constitucional Sentencia T536 de 2024 MP Vladimir Fernández Andrade,  



que se acredite un contexto de vulnerabilidad de algún miembro del núcleo 

familiar del docente, que haga que la decisión de negar un tratamiento 

preferencial, sea desproporcional a los derechos fundamentales[95]. 

 

96.  En particular, el traslado de docentes por razones de salud se erige como 

una medida fundamental para garantizar la protección de derechos 

fundamentales como la salud, la vida digna y la unidad familiar. Esta 

prerrogativa, respaldada por la jurisprudencia de la Corte Constitucional[96], 

busca salvaguardar el bienestar integral de los educadores y sus familias 

cuando las condiciones laborales actuales representan un riesgo o impacto 

negativo en su salud. 

 

97. El traslado de docentes por razones de salud se encuentra regulado en 

el Decreto 520 de 2010[97], compilado en el Decreto Único Reglamentario 

del Sector Educación 1075 de 2015, en su artículo 2.4.5.1.5. Este tipo de 

traslado busca garantizar la salud del docente o directivo docente cuando 

su situación médica lo requiera. Esta Corporación, en la Sentencia T-352 de 

2014, estableció que “la finalidad del 'traslado no sujeto al proceso ordinario' 

es proteger los derechos de aquellos docentes que se encuentren en 

circunstancias tales que la falta del traslado contribuiría al deterioro de sus 

condiciones de salud”; esto evidencia que el objetivo primordial de esta 

medida es preservar la integridad física y mental del docente, facilitando su 

traslado a un entorno laboral que no afecte negativamente su salud. 

 

98. El artículo 2.4.5.1.5 del Decreto 1075 de 2015 prevé que, fuera del proceso 

ordinario de traslados, la autoridad nominadora podrá ordenar el traslado 

por razones de salud del docente, “previo dictamen médico del comité de 

medicina laboral del prestador del servicio de salud”. Esto significa que, una 

vez acreditada la afectación en salud, el nominador puede reubicar al 

docente en cualquier momento del año lectivo, mediante un acto 

administrativo motivado. 

 

99. No obstante, la Corte Constitucional, en sentencias como la T-029 de 

2010[98], T-308 de 2015[99], T-079 de 2017[100] y T-105 de 2024[101], ha 

reconocido que en algunos casos concretos la exigencia estricta de un 

dictamen médico laboral podría no ser razonable si ello dificulta la 

protección inmediata de derechos fundamentales como la salud y la 

unidad familiar. Aunque la Corte no ha indicado que dicha exigencia deba 

ser interpretada como desproporcionada, su jurisprudencia ha resaltado 

que, en situaciones de especial vulnerabilidad del núcleo familiar del 

docente, la administración debe realizar una valoración integral que 

considere las particularidades del caso, evitando imponer barreras 

administrativas que puedan generar un impacto injustificado en los 

derechos fundamentales involucrados. 

 

100. Así mismo, en la Sentencia T-029 de 2010, la Corte precisó las 

condiciones para que proceda un traslado por razones de salud del 

docente o de su familia, a saber: (i) que en el lugar de destino no sea posible 

brindar el cuidado médico requerido o no existan las condiciones médicas 

adecuadas; (ii) que la afectación a la salud sea de entidad importante; (iii) 

que exista una relación causal entre la negativa del traslado y el deterioro 

de la salud del docente o su familiar, de modo que la reubicación resulte 

necesaria para lograr una mejoría o evitar un mayor deterioro; y (iv) que 

exista relación de dependencia entre el familiar afectado y el trabajador. 

Estas subreglas permiten al juez constitucional determinar el nexo entre la 

afectación en salud y la necesidad del traslado, así como verificar la 

razonabilidad de la medida.” 

 

VII. CONSIDERACIONES FINALES 

 

Es imperativo señalar su señoría, que una vez establecido los hechos, objeto 

de la presente acción y realizado el despliegue jurisprudencial que la 

honorable Corte Constitucional ha establecido para este tipo de casos 



particulares, el cual se asemeja al caso que expongo ante su despacho y 

teniendo en cuenta que los hechos objeto de la Tutela T-105-2024, tutela que 

fue fallada accediendo a las pretensiones de la profesora mencionada allí, 

son iguales a los expuestos dentro del presente asunto, esto implica que el 

precedente jurisprudencial es aplicable a mi caso concreto, así mismo este 

expone unos requisitos que son necesarios para que de forma extraordinaria 

vía tutela, se pueda acceder al traslado de un docente por circunstancias 

de especial protección y es allí donde me permito establecer que la 

presente acción cumple a cabalidad con los requisitos allí exigidos lo que 

permite evidenciar que la interposición del presente mecanismo de 

protección no surge de un mero capricho banal de la presente accionante, 

sino todo lo contrario, al ser una madre cabeza de hogar permitirme 

acceder al cuidado, cariño comprensión y amor de mi hija así mismo 

permitirme realizar todas las terapias, exámenes tratamientos y demás 

actividades que permitan contrarrestar de manera efectiva la enfermedad 

diagnosticada, evitar su deterioro en la salud, y poder brindarle una mejor 

calidad de vida.  

 

Finalmente es importante destacar señor juez, que la presente acción no 

sujeta al juez constitucional, a ordenar el específicamente el lugar o la 

Institución Educativa determinada para el traslado solicitado, si no que deja 

a consideración de los sujetos accionados y de su señoría determinar una 

plaza cercana a la ciudad de Tunja que permita estar cerca de mi hija, así 

poder atender los tratamientos especializados de ella y de la suscrita, con 

una distancia en vehículo no menor a 30 minutos.  

 

VIII. PRUEBAS DOCUMENTALES 

 

Documentos de identidad 

 

• Copia Cédula de ciudadanía SANDRA LILIANA SANCHEZ PACHECO,  

• Copia cédula de ciudadanía de mi hija LAURA DANIELA JIMENEZ 

SANCHEZ 

 

Historias Clínicas 

 

• Historia Clínica de la suscrita docente SANDRA LILIANA SANCHEZ 

PACHECO  

• Historia Clínica de mi hija LAURA DANIELA JIMENEZ SANCHEZ 

• Recomendaciones expedidas por la psicóloga que atiende a mi hija 

LAURA DANIELA JIMENEZ SANCHEZ. 

• Certificación del médico especialista en psiquiatría OMAR HUMBERTO 

MUÑOZ MENDOZA  

• Recomendaciones de la psicóloga Edna Katherine Cárdenas 

Rodríguez  

 

Documentos laborales  

 

• Copia Resolución  No. 11359 del 20 de diciembre de 2023  

 

IX. ANEXOS 

 

Los referidos en el acápite de pruebas. 

 

X. COMPETENCIA 

 



Es Usted Señor Juez Competente por la naturaleza Constitucional del asunto 

y por tener jurisdicción en el lugar donde ocurrió la vulneración o amenaza 

de los derechos invocados, conforme al Artículo 37 Decreto 2591 de 1991.  

 

 

XI. JURAMENTO 

 

Bajo la gravedad de juramento manifestamos que no hemos interpuesto 

otra Acción de Tutela con fundamento en los mismos hechos y derechos 

materia de esta Acción, según el Artículo 37 del Decreto 2591 de 1991.  

 

XII. NOTIFICACIONES 

 

Accionante: Recibo notificaciones dentro del término legal en la Trasversal 

No. 16-21ª-03 barrio kennedy Tunja correo piedemonterrey26@gmail.com o 

al abonado telefónico 3103457470 

 

ACCIONADOS:  

 

La secretaria de Educación de la Gobernación de Boyacá recibirá las 

notificaciones en la Calle 20 No 9-90 casa de la Torre Tunja-Boyacá o al 

correo electrónico contactenos@boyaca.gov.co 

 

Del Señor Juez, 

 

Cordialmente,  

 

 

 

______________________________ 

SANDRA LILIANA SANCHEZ PACHECO  

C.C 40.041.244 

mailto:piedemonterrey26@gmail.com
mailto:contactenos@boyaca.gov.co
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Fecha	y	hora: 12-05-2026	10:32	AM
Identificación: CC	1053351525
Paciente: Laura	Daniela	Jimenez	Sanchez
Entidad: Particular

Recomendación:
Recomendaciones	para	red	de	apoyo:
Teniendo	en	cuenta	el	proceso	emocional	que	actualmente	atraviesa	la	consultante,	así	como	las
demandas	académicas,	laborales	y	personales	presentes	en	esta	etapa	de	su	vida,	se	sugieren	las
siguientes	recomendaciones	orientadas	a	favorecer	su	bienestar	emocional	y	fortalecer	el	apoyo
familiar:

1.	 Considerar,	en	la	medida	de	las	posibilidades	personales,	familiares	y	laborales,	la	búsqueda
progresiva	de	alternativas	laborales	que	permitan	una	mayor	cercanía	geográfica	y
presencial	con	la	consultante,	entendiendo	que	actualmente	la	distancia	física	ha	limitado	los
espacios	de	acompañamiento	y	conexión	afectiva,	los	cuales	representan	un	recurso
emocional	significativo	para	ella.

2.	 Mientras	dicha	posibilidad	se	evalúa	o	construye,	se	recomienda	fortalecer	una	presencia
emocional	más	activa	y	constante	a	través	de	llamadas,	videollamadas,	mensajes	y	espacios
frecuentes	de	conversación	que	permitan	a	la	consultante	sentirse	acompañada,	escuchada
y	emocionalmente	cercana	a	su	madre.

3.	 Favorecer	espacios	de	escucha,	validación	y	acompañamiento	emocional,	procurando	que	la
consultante	pueda	expresar	libremente	sus	emociones	y	experiencias	sin	sentirse	juzgada,
minimizada	o	presionada	a	“estar	bien”	rápidamente.

4.	 En	la	medida	de	las	posibilidades,	procurar	generar	encuentros	presenciales	o	espacios
compartidos	de	calidad	cuando	sea	viable,	priorizando	momentos	de	conexión	afectiva,
descanso	y	acompañamiento	emocional.

5.	 Reforzar	verbalmente	conductas	de	autocuidado	y	reconocimiento	de	límites	saludables,
alentándola	a	priorizar	también	su	bienestar	físico	y	emocional	frente	a	las	múltiples
demandas	actuales.

6.	 Tener	presente	que	la	consultante	se	encuentra	atravesando	procesos	de	duelo,
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agotamiento	y	adaptación	a	diversos	cambios	vitales,	por	lo	que	pueden	aparecer	momentos
de	tristeza,	cansancio	emocional	o	necesidad	de	mayor	cercanía	afectiva.

7.	 Evitar	dinámicas	de	sobreexigencia	o	presión	constante	frente	al	rendimiento	académico,
laboral	o	personal,	favoreciendo	más	bien	mensajes	orientados	al	acompañamiento,
reconocimiento	del	esfuerzo	y	comprensión	emocional.

8.	 Promover	conversaciones	abiertas	alrededor	de	sus	necesidades	emocionales	y	de	aquello
que	resulta	importante	para	ella,	fortaleciendo	una	comunicación	basada	en	la	escucha,	el
apoyo	y	la	cercanía	emocional.

9.	 Incentivar	la	continuidad	de	actividades	que	favorezcan	regulación	emocional	y	bienestar,
tales	como	espacios	de	descanso,	actividades	placenteras,	contacto	con	personas
significativas	y	prácticas	trabajadas	en	psicoterapia	relacionadas	con	atención	plena	y
autocuidado.

10.	 Mantener	una	actitud	comprensiva	frente	a	las	emociones	relacionadas	con	la	soledad	y	la
necesidad	de	conexión	familiar,	entendiendo	que	para	la	consultante	la	presencia	afectiva	de
su	madre	constituye	actualmente	un	recurso	emocional	importante	dentro	de	su	proceso
terapéutico	y	de	adaptación	emocional.

_________________________________

Edna	Katherine	Cardenas	Rodriguez
CC:	1049630011		RP:	163715

Psicología

Profesional	que	realizó	la	recomendación:
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Identificación: CC	1053351525
Paciente: Laura	Daniela	Jimenez	Sanchez
Entidad: Particular

Certificado:
	

1.	Motivo	del	informe

El	presente	informe	se	emite	a	solicitud	de	la	consultante,	con	el	fin	de	certificar	el	proceso	de	atención
psicológica	actual	y	emitir	concepto	clínico	respecto	a	la	importancia	del	acompañamiento	de	su	red	de
apoyo	familiar	como	factor	protector	dentro	de	su	proceso	de	salud	mental.

2.	Proceso	de	atención	psicológica

La	consultante	se	encuentra	en	proceso	de	atención	psicológica	desde	el	10	de	abril	de	2025,	con
frecuencia	actual	de	atención	quincenal,	en	el	marco	de	un	acompañamiento	clínico	orientado	al	manejo
emocional,	fortalecimiento	de	estrategias	de	regulación	emocional	y	mejoría	de	su	funcionamiento
general.
Actualmente,	la	consultante	presenta	diagnóstico	de	Distimia,	cuadro	caracterizado	por	sintomatología
depresiva	persistente,	presencia	sostenida	de	bajo	estado	de	ánimo,	desmotivación,	fatiga	emocional,
alteraciones	en	patrones	de	sueño,	sensación	de	desesperanza	y	dificultades	en	la	regulación
emocional,	con	impacto	significativo	en	distintas	áreas	de	funcionamiento	personal	y	social.
Adicionalmente,	la	consultante	se	encuentra	en	seguimiento	por	psiquiatría	y	bajo	manejo
psicofarmacológico	como	parte	de	su	tratamiento	integral.

3.	Observaciones	clínicas	relevantes

Durante	el	proceso	terapéutico	se	ha	identificado	que	la	consultante	presenta	mayor	vulnerabilidad
emocional	en	contextos	de	aislamiento	y	baja	disponibilidad	de	apoyo	afectivo	inmediato.	Asimismo,	se
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observa	que	la	presencia	cercana	de	su	red	de	apoyo	constituye	un	factor	protector	relevante	para	la
estabilización	emocional,	la	adherencia	al	tratamiento	y	el	afrontamiento	de	crisis	emocionales.
Se	resalta	particularmente	la	importancia	del	vínculo	materno,	dado	que	la	consultante	es	hija	única	y
refiere	que	su	madre	constituye	su	principal	figura	de	apoyo	emocional	y	acompañamiento.
De	igual	manera,	se	identifica	que	el	lugar	de	residencia	actual	de	la	madre	presenta	dificultades
importantes	de	conectividad	y	comunicación	telefónica,	incluyendo	interrupciones	frecuentes	en	señal
celular	y	mensajería	instantánea,	lo	cual	limita	la	posibilidad	de	mantener	contacto	constante	y	oportuno
durante	momentos	de	crisis	emocional,	incrementando	en	la	consultante	sensaciones	de	aislamiento	y
vulnerabilidad	emocional.

4.	Concepto	clínico	y	recomendaciones

Desde	el	criterio	clínico,	se	considera	favorable	para	el	proceso	terapéutico	y	para	la	estabilidad
emocional	de	la	consultante	contar	con	una	red	de	apoyo	cercana	y	disponible,	especialmente	mediante
la	presencia	y	acompañamiento	de	su	madre.
En	este	sentido,	se	considera	recomendable	que	la	madre	pueda	convivir	o	permanecer	de	manera
cercana	con	la	consultante	durante	el	proceso	actual	de	intervención	psicológica,	con	el	objetivo	de
favorecer	el	acompañamiento	emocional,	disminuir	la	sensación	de	aislamiento	y	fortalecer	factores
protectores	asociados	a	la	regulación	emocional	y	evolución	positiva	del	cuadro	clínico.
El	acompañamiento	familiar	cercano	se	considera	un	elemento	complementario	importante	dentro	del
abordaje	integral	actual.
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_________________________________

Edna	Katherine	Cardenas	Rodriguez
CC:	1049630011		RP:	163715

Psicología

Profesional	que	realizó	el	certificado:

Copia	impresa	por:	Edna	Katherine	Cardenas	Rodriguez	-	1049630011
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